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EDITORIAL 
Pequeños pilares que podrían adelantar el país anhelado  

Cuba vive un proceso pausado y controvertido de reformas, que se diseña celosamente por las más altas autoridades del país. Los 
nuevos rumbos parecen constituir una media que, de alguna manera, pueden ser aceptados por las preferencias más fuertes que 
comparten oficialmente la representación de las filas revolucionarias. No obstante, en dicha gestión también se valoran los criterios 
populares y, cada vez más, las opiniones y sugerencias de académicos cubanos. 

Los analistas más competentes, de la Isla y del extranjero, coinciden en que el proceso es lento y no existe públicamente transparencia 
acerca de sus fines e integralidad. Sin embargo, igualmente concuerdan en que la mayoría de las innovaciones parecen irreversibles y 
pueden constituir bases sólidas para encaminarnos hacia cambios más profundos e integrales.  

Es cierto que muchos cubanos no perciben de esta manera el proceso de actualización del modelo cubano; ya sea porque son 
ciudadanos simples que actualmente continúan padeciendo del agobio de una vida precaria y asfixiante, o porque resultan ciudadanos con 
criterios elaborados que no son suficientemente tenidos en cuenta al delinear las reformas.  

Resolver este último desafío -o sea, tener en cuenta y hacer que participen los criterios patrióticos de otros sectores nacionales que a 
la cúpula del poder puedan parecerles lejanos a los intereses de la Revolución- resulta un gran desafío para el equilibrio de la nación y 
para la legitimidad misma del actual proceso de cambio. No obstante, es imprescindible reconocer que para conseguirlo, quienes 
consideramos necesario un quehacer público nacional mucho más diverso e integral, aún hemos de trabajar intensamente. 

Sin embargo, se hace inevitable aceptar que últimamente se han dado pasos más rápidos y profundos. Estos, según expresan muchas 
personas, afines y críticos del gobierno, resultan medidas que carecen de la universalidad que reclama el país, pero constituyen reformas 
capaces de crear condiciones para mejorar la vida de sectores de cubanos y podrían facilitar cambios futuros que sean más amplios y de 
un calado mayor.   

El país demanda de una reestructuración económica que haga posible el bienestar de la población. Para ello resulta obligatoria la 
descentralización de la gestión económica del Estado, así como la creación de un empresariado estatal cubano. En esto se viene 
trabajando, aunque la realidad desde la cual partimos y la falta de experiencia de quienes organizan dicho proceso hacen que este 
carezca de la suficiente velocidad y efectividad.  

Asimismo, la mencionada reforma de la economía requiere de una amplia inversión de capital extranjero, incluyendo el de cubanos que 
residen fuera del país. No obstante, todavía carecemos de una política y de una legislación que promuevan ordenadamente este 
imperativo. El gobierno pretende escoger estrictamente a las inversiones extranjeras, con el propósito de proteger el ejercicio de la 
soberanía por parte del Estado de posibles influencias desmedidas y de controles foráneos. Esto resulta legítimo y hasta loable. Sin 
embargo, nuestra realidad económica muestra que son imprescindibles las inversiones extranjeras y que ningún país puede darse el lujo 
de poseer una política de selección desmedida, sino más bien estimular y ampliar las posibilidades para atraer inversiones. Esto siempre 
será posible sin dañar la soberanía nacional; sólo hacen falta madurez política, estrategias adecuadas y leyes eficaces. Se habla de una 
futura nueva ley de inversiones. Esperamos que esta sea más realista y facilite en mayor medida nuestro crecimiento económico.  

La posibilidad de que invierta nuestra emigración puede ser decidida en un futuro próximo, aunque tal vez –por el momento- no de 
forma universal. Es cierto que el actual Ministro de Relaciones Exteriores de Cuba, en una reunión reciente con emigrados cubanos, en 
New York, canceló este desafío. No obstante, la dinámica nacional de sectores significativos de la Isla y de la diáspora, así como del 
gobierno, quizás logren hacer posible tantear esta posibilidad. 

Es cierto que la desproporción entre el estatus económico de los cubanos que residen en la Isla y el de muchos de sus compatriotas 
instalados en el extranjero, constituye un peligro ético y político que podría generar un gran desequilibrio interno. Sin embargo, estos 
últimos tienen derecho a participar en el quehacer de la Isla y esta posibilidad constituye una exigencia de nuestra realidad económica. 
Nuevamente hará falta mucha madurez política, adecuadas estrategias y leyes eficaces; en este caso para atenuar las posibles injusticias 
que emanarían de dicho desequilibrio. 

El crecimiento económico demanda, igualmente, el surgimiento en la Isla de un empresariado no estatal. Ya se ha legalizado la micro y 
la pequeña empresas para ciertas actividades económicas. Esto ha resultado muy positivo, aun cuando están por ampliarse las garantías 
para que sea posible un mayor éxito de su desempeño económico, así como una adecuada legislación laboral que proteja a los 
empleados de esta nueva realidad. Sería loable continuar perfilando la institucionalización de la micro y la pequeña empresas, así como 
abrir las posibilidades para establecer la mediana empresa y constituir asociaciones mercantiles. No obstante, hemos de señalar que en 
este aspecto recientemente se ha dado uno de los saltos importantes que señalamos. Ahora resulta posible organizar cooperativas para 




